
Manifestaba el interesado en la queja antes reseñada que “... conociendo a la demandada y sus 
argucias … pues son múltiples los pleitos que entre ambos se están llevando a cabo en los diferentes 
juzgados y tribunales, es conocedor de que no le corresponde dicho derecho de la justicia gratuita, ... 
posee propiedades e ingresos suficientes para que dicho derecho no le pertenezca … cuya finalidad es 
solo dilatoria del procedimiento ...”, con fecha 4-1-2020 presenta escrito ante la Comisión Provincial de 
Asistencia Jurídica Gratuita en virtud del contenido del artículo 17.1 de la Ley 1/1996 de 10 de enero, en el 
que aporta relación de bienes y propiedades de la demandada, así como asuntos pendientes entre ambos.

En relación a la queja antes descrita y otras similares, merece atención el artículo 19 del Reglamento 
de Asistencia Jurídica Gratuita, precepto al amparo del que, a juicio de esta Defensoría, cabe denegar la 
designación provisional de letrado al no reunir los requisitos legales para el reconocimiento del derecho: 
«Si el Colegio de Abogados estima que la persona solicitante no reúne los requisitos legales para el 
reconocimiento del derecho, o que la pretensión procesal respecto de la que se solicita el reconocimiento 
del derecho a la asistencia jurídica gratuita es manifiestamente insostenible o carente de fundamento, le 
notificará en un plazo máximo de cinco días que no ha efectuado el nombramiento provisional de Abogado 
o Abogada y, dentro de ese mismo plazo, comunicará su decisión y dará traslado del expediente a la 
correspondiente Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita para que ésta dicte resolución definitiva».

1.8.2.1.3. Memoria Democrática

En lo referido a las actuaciones de Memoria Democrática, se han continuado recibiendo quejas ante 
el incumplimiento de las distintas administraciones públicas y particulares en relación a la retirada o 
eliminación de elementos que se consideraban contrarios a la Ley 2/2017, de 28 de marzo, de Memoria 
Histórica y Democrática de Andalucía, dado que ha transcurrido mas de un año desde desde la entrada 
en vigor el 4 de abril de 2017.

Ante esta situación, y lo dispuesto en la D.A. 2ª de la Ley 2/2017, que establece que «en el plazo máximo 
de doce meses a partir de la entrada en vigor de esta ley deberá procederse a la retirada o eliminación de 
los elementos a que se refiere el artículo 32. En caso contrario, la Consejería competente en materia de 
memoria democrática incoará de oficio el procedimiento previsto en el mismo artículo para la retirada de 
dichos elementos».

Y el referido artículo 32 regulaba en su apartado 6º que «Para la determinación de los elementos contrarios 
a la Memoria Democrática que no hayan sido retirados o eliminados voluntariamente, mediante Orden de la 
persona titular de la Consejería competente en materia de memoria democrática, se constituirá un comité 
técnico que elaborará una relación de los elementos que deben ser retirados o eliminados ...».

Por su parte el Informe de Seguimiento 2017-2018 de la Ley 2/2017 de Memoria Democrática de Andalucía 
se indicaba que «... se ha estado tramitando el proyecto de Decreto sobre elementos y actos contrarios a la 
Memoria Histórica y Democrática de Andalucía … pendiente del dictamen preceptivo del Consejo Consultivo 
de Andalucía … que crea y regula una pieza clave como es el Comité Técnico para la determinación de los 
elementos contrarios a la Memoria Histórica y Democrática ...».

En base al elenco de normativa referida a la retirada de los elementos contrarios a la Ley 2/2017 de 28 
de marzo, se ha incoado queja de oficio 20/2502, ante la Consejería de Cultura y Patrimonio Histórico, a 
los efectos de tomar mayor conocimiento en relación a la creación del Comité Técnico que establece el 
artículo 32.6 de la Ley 2/2017.

En la tramitación del expediente, la Consejería nos comunicó que con fecha 31 de julio de 2020 se publicó 
en el BOJA (nº 147) la Orden de 27 de julio de 2020, por la que se crea y regula el Comité Técnico sobre 
símbolos contrarios a la memoria democrática de Andalucía, estableciéndose su composición y reglas 
de funcionamiento, e indicándose a este respecto que “se reunirá al menos un vez al año”, por lo que 
procedimos a dar por concluidas nuestras actuaciones, sin perjuicio de un posterior seguimiento pasado 
un tiempo prudencial.
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Siendo esta la actual situación, y habiendo recibido durante 2020 numerosas quejas referidas a la existencia 
de estos elementos en calles y plazas de los distintos municipios de Andalucía, solicitando los promotores 
el cumplimiento de la Ley, ya que han transcurrido casi tres años desde la entrada en vigor de la Ley, hemos 
procedido a solicitar informe a las administraciones obligadas a su retirada, como es el caso de la queja 
20/1038 referida a la solicitud de una Plataforma por la Memoria Democrática de Jerez de la Frontera 
en relación al bloqueo que se esta produciendo en la supresión de símbolos contrarios a la memoria 
democrática, habiendo presentados varios escrito sin que hayan recibido respuesta alguna. En este caso 
concreto, tras nuestra intervención, el Ayuntamiento respondió con un informe dando cuenta de la situación 
en la que se encontraban cada uno de la cuestiones planteadas.

Y a los efectos de dimensionar adecuadamente el grado de incumplimiento del mencionado artículo 32 
de la Ley, se han iniciado expedientes de queja de oficio por cada una de las provincias andaluzas, (queja 
21/12) solicitando a todos los Ayuntamiento de más de 20.000 habitantes, y a las Diputaciones Provinciales 
en relación al resto de municipios:

• Si tiene inventariado en su municipio relación de elementos contrarios a la Memoria histórica 
y Democrática conforme al contenido del artículo 32 de la Ley 2/2017 de 28 de marzo, con 
independencia del quien sea el responsable de su eliminación. En caso de que no los tengan, si les 
constan la existencia de los mismos en su municipio.

• Si ha recibido algún tipo de solicitud instando la retirada de dichos elementos por parte de otra 
Administración (autonómica o estatal), entidad memorialistas o particular y la tramitación dada al 
respecto, así como las dificultades encontradas en caso de ponerse de manifiesto la inviabilidad para 
su retirada.

• Las actuaciones y procedimientos arbitrados en los municipios para determinar su eliminación y si 
tienen previsto el destino de los elementos eliminados o a eliminar.

• Si ha notificado o requerido a la Consejería competente en la materia, actual Consejería de Cultura 
y Patrimonio Histórico, apoyo o asesoramiento para tal finalidad.

Una queja que será valorada en función de los informes remitidos por cada administración en los sucesivos 
meses.

En otro orden de planteamientos, en la queja 20/1704, nos traslada el interesado que tras una solicitud de 
información pública sobre la falta de desarrollo reglamentario para la confección del censo de victimas de 
la guerra civil, recibió como respuesta en marzo pasado que “A la llegada del nuevo gobierno a la Junta 
de Andalucía, no se había producido ningún avance en la confección del censo de víctima al que se refiere 
el Art. 6 de la Ley 2/2017 de Memoria Histórica y Democrática de Andalucía. En todo caso, la consecución 
de ese objetivo previsto en la Ley requiere de un desarrollo reglamentario previo tal como establece el 
apartado 2 del Art. 6. En tanto no se apruebe dicho reglamento, no pueden iniciarse los trámites para 
disponer de un documento como el censo de víctimas, de una enorme complejidad en su elaboración por 
la amplitud del período histórico al que se refiere y por los años transcurridos desde entonces”.

Por tal motivo, solicitamos a la Consejería conocer el estado de cumplimiento de la obligación que la 
referida norma impone de elaboración del preceptivo reglamento que permita la confección del censo de 
victimas de la Guerra Civil, habiendo recibido recientemente respuesta similar a la facilitada al ciudadano 
en marzo pasado:

“La previsión contemplada en el artículo 6 de la Ley de crear un censo de victimas se remite en su 
apartado 3 a los que reglamentariamente se establezca. Y ello porque se trata de una materia de 
una enorme complejidad … Esto ha provocado que ni a nivel estatal ni a nivel de ninguna Comunidad 
Autónoma haya sido posible de momento la elaboración de un censo de este tipo, que no obstante, una 
vez se apruebe el reglamento que permita su elaboración en Andalucía, se llevará a cabo en los términos 
reglamentariamente establecidos”.
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En el anterior informe transcrito concluía indicando que “Por otra parte, resulta necesario destacar que 
la ley contiene un amplio elenco de remisiones a desarrollo reglamentario, lo que se irá produciendo de 
forma paulatina, como de hecho, ya se ha producido alguna en el presente periodo legislativo”.

En el expediente de queja 20/0319 el interesado nos comunicaba la falta de ejecución del presupuesto 
que estaba previsto para 2019, sin que se hubieran iniciado actuaciones que no estuvieran ya previstas 
por el anterior ejecutivo. Por ello, procedimos a solicitar información tanto de la dotación presupuestaria 
correspondiente al año 2019 como de su ejecución.

Siendo a finales del pasado ejercicio cuando de nos comunico que “los créditos destinados en el ejercicio 
2019 al programa 31l … asciende a la cuantía de 1.225.200,00 euros” y que “la ejecución en el ejercicio 
2019 ha supuesto para el programa 31l un coste total de 661.608,00 euros”, lo que supone un 54% del 
presupuesto. Estando pendiente de recibir una ampliación solicitada a dicha información, para conocer 
que partidas han sido ejecutadas y cuales no, con indicación de los motivos que lo han impedido toda vez 
que existía crédito disponible.

1.8.2.2. Prisiones
En 2020 ha aumentado el número de quejas presentadas por la población reclusa, alcanzando un total de 

377 expedientes, en los que los interesados solicitaban nuestra intervención en asuntos relacionados con 
la salud, la valoración para las prestaciones, cuestiones de régimen o las deficiencias en las instalaciones 
de los centros penitenciarios, que según manifestaban vulneraban su derechos.

1.8.2.2.1. Los problemas de salud en la población reclusa

Un alto porcentaje de la población reclusa presenta importantes problemas de salud, entre los que se 
encuentran patologías relacionadas con la salud mental, el consumo de tóxicos u otras dolencias como la 
sarna, la tuberculosis, hepatitis C o VIH. Los propios internos como sus familiares o letrados denunciaron 
ante esta Institución deficiencias en la atención médica en los centros penitenciarios, discrepancia en los 
tratamientos pautados o la falta de derivación a atención médica especializada.

Especial mención merecen las carencias en la atención médica facilitada en el Centro Penitenciario Sevilla 
II por la que recibimos numerosos expedientes de queja en los que se nos trasladaba que en dicho centro 
no se estaban cubriendo las plazas de facultativos, teniéndose que hacer las guardias localizadas y por 
lo tanto sin presencia física en el centro penitenciario, atendiendo únicamente la consultas de urgencia y 
sin posibilidad por tanto de llevar a cabo el seguimiento necesario a los internos con patologías crónicas.

Una cuestión que nos trasladaron, además de los internos enfermos o sus familiares, los propios 
funcionarios. Así en el expediente de queja 20/1629, representantes del sindicato ACAIP (Agrupación de 
los Cuerpos de la Administración de Instituciones Penitenciarias) en una reunión celebrada en nuestra 
sede, aportaron informes acreditando la falta de personal facultativo en este centro y en el resto de los 
establecimientos penitenciarios de Andalucía, denunciando que existían unas 600 vacantes por cubrir. 
Manifestaban que esta situación perjudica gravemente a la población reclusa que no puede ser debidamente 
atendida, detallando las consecuencias de esta falta de personal médico en los siguientes términos:

• “Sobrecargas de trts decir, no presenciales, por las que se ponen en comunicación los enfermeros 
de servicio y los Jefes de Servicios con los médicos para explicarles cualquier urgencia médica en 
su ausencia.

• La calidad de la atención sanitaria es peor.

• Colapso de los Departamentos de Enfermería: En los diferentes Departamentos de Enfermería de los 
centros penitenciarios se está produciendo un fenómeno de concentración de actividades sanitarias 
y masificación de internos e internas a tratar con los consecuentes problemas de seguridad para los 
profesionales de los centros penitenciarios

Debido a la falta de efectivos médicos, no se pueden continuar pasando semanalmente consultas 
en las unidades residenciales, tal como se hacía antes de esta crisis de falta de personal. Por un 
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